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CONCEPTO DOCUMENTO ELECTRÓNICO. Según el Artículo 3.5 de la Ley de Firma Electrónica. “Se considera documento electrónico el redactado en soporte electrónico que incorpore datos que estén firmados electrónicamente”. 

La doctrina mayoritaria considera que el “documento electrónico” es un documento. Esta fue la tesis que defendió inicialmente “Rodríguez Adrados”, diciendo que para él la naturaleza documental del documento electrónico es indudable, puesto que la materia documental, es decir, el lugar en el que se deposita esa información era hasta ahora casi explosivamente el papel, pero históricamente habían sido utilizados el ladrillo cocido, las tablas de madera enceradas, el papiro, el pergamino, etc. Es decir, tradicionalmente se ha impuesto lo que podemos llamar el “indeferentismo” respecto a la materia documental.

En qué se traduce este indeferentismo? Se traduce en que atribuye una base para admitir legislativamente el documento electrónico, manifestada en la prohibición del rechazo del documento  por el mero hecho de presentarse en forma electrónica, y expresamente está programada en el artículo 17 de la  Ley Orgánica del Notariado, que aunque es una ley muy antigua, de 1862, ha tenido múltiples innovaciones y la última de ellas en el año 2005. Este precepto nos dice que los “instrumentos públicos” no perderán su carácter por el solo hecho de estar redactados en soporte electrónico.
CLASES DE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS

Según la Ley de 2003, tenemos:

En primer lugar, “los documentos públicos”, que están firmados electrónicamente por funcionarios que tengan atribuida legalmente esa facultad de dar fe pública, judicial, notarial o administrativa, siempre que actúen en el ámbito de sus competencias con los requisitos exigidos en cada caso.

En segundo lugar “los documentos oficiales”, que son aquellos que serían expedidos por funcionarios pero que no tienen atribuida la función de fe pública.

En tercer término, “los documentos privados”, que se configurarían como una categoría residual.

DOCUMENTOS PÚBLICOS ELECTRÓNICOS
El concepto de documento público de la ley de firma electrónica no se diferencia mucho del que aparece en el artículo 1216 del Código Civil, “son documentos públicos los autorizados por un notario o empleado público competente con las solemnidades requeridas  por la ley”. Son por tanto tres los requisitos: en primer lugar, la condición de funcionario público, en segundo lugar, la competencia, y en tercer término, el cumplimiento por el funcionario de los requisitos o solemnidades. El criterio básico es el concepto de “autor”, es decir que el autor sea funcionario público y que tenga la condición de fe pública. En este sentido nos encontramos con que la ley de firma electrónica mejora sustancialmente esa expresión, al decirnos que debe tener legalmente atribuida la facultad de dar fe pública.

DOCUMENTOS OFICIALES ELECTRÓNICOS

No son documentos públicos sino que son aquellos emanados o expedidos por funcionarios que carecen de fe pública o bien teniendo fe pública, como pueden ser los notarios, pues expiden una serie de documentos, pero no en el ejercicio de tal función en sentido de la dación de fe. En la esfera notarial nos podemos encontrar con documentos oficiales que no son sin embargo instrumentos públicos por muchos índices, notas, partes, etc., que en consecuencia no se signan por parte del notario, sino que sólo se firman por el notario y a veces con media firma.

DOCUMENTOS PRIVADOS

Cuya categoría residual debemos buscarla en la Ley de enjuiciamiento civil, y nos dice que son documentos privados aquellos que no son públicos, y nosotros añadimos los que tampoco son oficiales.
Ahora bien,  dado que estamos hablando de firma electrónica, hay que salir al paso de una opinión tergiversada que intenta mezclar los conceptos de  documento electrónico, documento público y documento oficial.

Rodríguez  Adrados, nos dice que en manera alguna cabe considerar al documento electrónico con firma electrónica avanzada o con firma electrónica reconocida, como una especie de tantium genius entre los documentos privados y los documentos públicos sino que será documento público o documento privado, y en su caso documento oficial.
En este sentido, también se debe traer a colación la del decano del Colegio de Madrid, Aristónico García Sánchez, quien nos indica en un artículo publicado en el periódico El País de 2003, que “para determinar correctamente los efectos de la novedosa firma electrónica hay que aparcar voluntarismos, intereses y prejuicios; pues nada se opone tanto a la verdad como las ideas preconcebidas, lo que parece ocurrir a los que quieren convertir en público el documento suscrito con firma digital reconocida. El soporte informático  supera a todos por la satiridad de manejo, capacidad de almacenaje, y asombrosa transmisibilidad, lo que le augura un futuro arrollador, pero también muestra carencias fruto de su inmaterialidad, especialmente su facilidad para sufrir alteraciones sin dejar rastro, lo que le hace tremendamente vulnerable a los desaprensivos. Aún así el derecho tiene que reconocerlo y la administración pública ya lo ha hecho y está generalizando esa vía para notificaciones y remisión de documentos, actúa por ello sabiamente la ley de firma electrónica de 2003 cuando le reconoce a los documentos que llevan esa firma los mismos efectos que los que llevan la firma manuscrita. Otra cosa son los documentos públicos, cuya autoría es confiada por el Estado, sus funcionarios que lo redactan y autorizan en procesos legales de garantía quedando investidos por el Estado de una de sus prerrogativas, la eficiencia y con ella de las presunciones de legalidad y autenticidad, que no se basan en el soporte, ni siquiera en la firma sino en la fe pública delegada; una sentencia lo es, precisamente porque emana de un órgano jurisdiccional en un proceso legal. Por eso nunca pueden equipararse documento público y documento electrónico, son conceptos que juegan en planos diferentes. Los documentos son en papel o cibernéticos según su soporte y son públicos o privados según su autor o naturaleza.  El soporte electrónico podrá recibir un documento público o privado pero no puede transformar en público lo que no lo es. Los funcionarios competentes podrán suscribir con firma electrónica, certificaciones, escrituras y sentencias, pero un particular no podrá expedir jamás un documento público aunque se limite a reproducir el contenido de un registro público.

Lo anterior es el criterio que sigue efectivamente la Ley de Firma Electrónica en su disposición adicional primera al decirnos que lo dispuesto en esta ley no sustituye ni modifica las normas que regulan las funciones que corresponden a los funcionarios que tengan legalmente atribuida la facultad de dar fe pública.

FIRMA ELECTRÓNICA

La doctrina es unánime al afirmar que el documento electrónico para ofrecer suficiente seguridad en la contratación debe conseguir los siguientes cuatro objetivos:
1. La Autenticidad. Garantizar que quien ha enviado el mensaje es quien dice ser. La identificación del emisor es el fundamental objetivo de la firma electrónica.
2. Integridad. Garantizar que el mensaje recibido es idéntico al mensaje enviado, de manera que la menor alteración pueda ser detectada.

3. No repudiación o inobjetabilidad, de manera que el remitente nunca podrá decir que no ha enviado el mensaje. Lo que no quiere decir que este no pueda ser impugnado por otras causas.

4. La Confidencialidad. Garantizar en general la intimidad o privacidad del mensaje.

La ley de 2003 nos dice que la firma electrónica es el conjunto de datos en forma electrónica consignados junto a otros coasociados con ellos, que pueden ser utilizados como medio de identificación del firmante. 

Naturaleza de la Firma Electrónica  

Es frecuente encontrar en la doctrina la afirmación de que la firma electrónica es pura y simplemente una firma. La verdad es que si analizamos un poco más el asunto, la firma electrónica tiene unas diferencias sustanciales con la firma manuscrita. 

La función principal de la firma en los documentos en papela de contenido negocial, según Rodríguez Adrados,  es declarar la voluntad  del autor del mensaje, cosa que él solo puede hacer, porque él solo la conoce. Precisa por eso una actuación personal del mismo, como ocurre con la firma en papel por su estructura propiamente manuscrita.
La llamada “firma electrónica” sin embargo, es escindible o separable de la persona, puesto que se pone al igual que el sello mediante un utensilio un dispositivo de creación de firma que puede accionar su mismo titular pero también un tercero con consentimiento del titular de la firma o sin él, con o sin delito, estando el titular vivo o muerto.

También Bornardell dice que “el mecanismo objeto de análisis no es propiamente una firma en el sentido que lo es la autógrafa sino un procedimiento generador de una apariencia jurídica a la que se asocian unos efectos parcialmente semejantes a los de aquella. El problema es grave, el que es titular de la firma y el que puede apretar el botón enviando el correo electrónico tiene que ser planteado de frente, determinando las posibles defensas del titular frente al uso de su firma electrónica para un tercero; así como los supuestos y las medidas en que ese titular deberá responder frente a aquellos que contrataron con ese tercero. Quizá no sea si quiera posible idear una verdadera firma de actuación personal para el documento electrónico, porque la finalidad de este consiste en permitir a los usuarios una actuación a distancia. Lo cual no es mas que una aplicación de la teoría general de la “apariencia jurídica”, es decir, aquél que obtiene un certificado de firma electrónica sea avanzada o bien la subespecie mas cualificada de firma avanzada que es la reconocida, lo que hace es asumir unas consecuencias como efectos derivados de la apariencia de ser el titular, y que una  o varias personas vayan a poder utilizarla con su responsabilidad. El que la crea adoptando una firma electrónica deberá responsabilizarse de las consecuencias de su utilización por un tercero. Este fue el criterio que siguió la sentencia del Tribunal Supremo español de 2 de Junio de 2001, porque dijo que la fábrica nacional de moneda y timbre, que es la que fabrica los sellos, las monedas y el papel sellado notarial, garantiza con su intervención la procedencia de quien envía el documento electrónico, la integridad del contenido del documento y su confidencialidad, pero no puede extenderse más allá del mismo, y por supuesto no puede comprender lo que es propio de la seguridad jurídica contractual que afecta el proceso de formación del contrato a la prestación del consentimiento y a la producción de sus efectos. Estos aspectos dependen de las partes contractuales y la seguridad en ellos se obtiene con la intervención de las personas que tienen encomendado nuestro derecho, la seguridad jurídica preventiva, entendida como la posibilidad de todo ciudadano de conocer la ley, su significado y alcance. En los ordenamientos jurídicos desarrollados la seguridad jurídica preventiva sobre todo está en manos de dos pilares fundamentales básicos: Por una parte los notarios con su instrumento fundamental que es la escritura pública, y por otra parte, el registro de la propiedad con los graves e importantes efectos que despliega la llamada fe pública registral, es decir aquel que confía en el contenido del registro y cumple una serie de requisitos: adquisición a título oneroso, previa inscripción, inscripción posterior y sobre todo buena fe.
Veamos cómo estas consideraciones genéricas para la firma electrónica, son también aplicables a las dos formas o modalidades mas cualificadas de firma electrónica. Por una parte “la avanzada”, y por otra parte “la reconocida”.

Firma electrónica avanzada. Según el artículo 3.2 de la Ley de 2003 nos dice que es aquélla firma electrónica que permite identificar al firmante y detectar cualquier cambio ulterior de los datos firmados que está vinculada al firmante de manera única y a los datos a que se refiere y que ha sido creada por medios que el firmante puede mantener bajo su exclusivo control. Sin embargo no cabe negar la posibilidad de que el uso del dispositivo, se haga por una persona distinta del titular. Ni el  prestador del servicio de certificación, ni el titular mismo de la firma pueden nunca asegurar que la firma va a estar siempre bajo el exclusivo control del titular. En este sentido, uno de los juristas españoles más brillantes, Rodrigo Tena Arregui, ya adelantaba antes de la publicación de la Ley de 2003, que la creación del riesgo de asunción de una firma electrónica avanzada o reconocida, se produce voluntariamente por el simple hecho de solicitar la firma electrónica avanzada originando la vinculación de su titular siempre que se utilice su firma electrónica y siempre que el tercero confíe en ella de buena fe. “El riesgo que se origina para el titular es de tal magnitud que habría que excluir legalmente de la utilización de la firma electrónica ciertos ámbitos del tráfico en el que las ventajas de la firma no justifican el riesgo de su utilización. Claro, si yo tenga una página llamada www.todomariscos.com y alguien me pide tres kilos de mejillones, me podré fiar de estas firmas electrónicas. Si de lo que se trata ya es de comprar una parcela, una vivienda o un autobús, a lo mejor ya no me fío tanto de quién puede estar apretando el botón. Todo va a depender de la magnitud del negocio y de la conveniencia o no de la utilización de medios más seguros.
Firma electrónica reconocida. El artículo 3.3 de la Ley de 2003 nos dice que la firma electrónica reconocida es la firma electrónica avanzada basada en un certificado reconocido y generada mediante un dispositivo seguro de creación de firma. La mera existencia de la firma electrónica reconocida, y el primero de sus requisitos, basada en un certificado reconocido, hacen innecesario insistir. Nos dice Rodríguez Adrados que la firma electrónica avanzada no ha conseguido el objetivo de asegurar la identificación del firmante y se desplaza entonces la responsabilidad a aquél que viene a certificar la llamada firma reconocida. Una vez que nos encontramos con la definición de firma reconocida  y que se hace referencia a certificado reconocido, el guid de la cuestión es quiénes son los que pueden enguir esos certificados reconocidos, pues a los que tengan la condición de prestadores de servicios de certificación, que según el artículo 2 de la Ley de firma electrónica de 2003, nos dice que es aquélla persona física o jurídica que expide certificados electrónicos o presta otros servicios en relación con la firma electrónica.
La terminología utilizada, nos dice Apolonia Martínez  Nadal, que es una de las principales especialistas españolas en derecho informático, pone de manifiesto una voluntad inequívoca de evitar siquiera la apariencia de atribución de naturaleza pública que sí podrían sugerir otras denominaciones, como es el caso de autoridad de certificación, y mucho menos puede admitirse, dado que hay una liberalización total en cuanto a quiénes pueden ser entidades de certificación, la aproximación al notario de esa autoridad de certificación que late en esa denominación llamada “cibernotario”, y que parece que en su origen estuvo como en broma, pero que el Consejo General del Notariado se apresuró a registrar para evitar que pudiese ser utilizado de una manera indebida.
El Consejo General del Notariado se ha constituido en prestador de servicios de certificación, es uno de los prestadores de servicios que mas trabaja en España a través de los 3000 notarios que existen en España. Pero el hecho de que los notarios demos certificados reconocidos de firma electrónica no quiere decir que las personas que la utilicen estén convirtiendo esos envíos, esos documentos o esos contratos en documentos públicos sino que siguen siendo documentos privados sino que con el respaldo de una entidad de certificación, que es el Consejo General del Notariado, y que en este sentido no es diferente de cualquier otro de los prestadores de servicios que existen en nuestro país.

Régimen de documento notarial electrónico. El documento notarial electrónico tiene como presupuesto en primer lugar, la firma electrónica notarial, en virtud de estas disposiciones llevadas a la práctica, todos y cada uno de los notarios tienen una firma electrónica reconocida, es decir, certificada, que en este caso es certificada por el Consejo General del Notariado, y tiene un carácter exclusivo de firma electrónica notarial, porque sus datos de verificación comprenden además de la identificación del titular, es decir, el nombre del notario, los atributos fundamentales de su condición de notario en activo, su plaza de destino o lugar de residencia, teniendo en cuenta que su uso está limitado a la suscripción de documentos públicos u oficiales propios de su oficio de notario.

Esta firma electrónica notarial tiene carácter obligatorio para el notario, aunque su utilización está limitada a aquellos documentos públicos que ya se han autorizado en papel y que se deben remitir a otras autoridades o bien a otros notarios. 
Otro de los principios que sigue la ley en materia de documento electrónico notarial, es la equivalencia de los documentos públicos en papel y electrónicos, puesto que en este punto el principio de “indeferentismo”, nos encontramos con que se equiparan los documentos electrónicos y los documentos cartaceos que le han precedido y con los que actualmente coexisten, y esta equiparación lo es tanto en cuanto a los requisitos como en cuanto a los efectos.

El hecho de que un documento notarial sea electrónico y se remita por vía electrónica no exonera al notario de cumplir todos los requisitos del mismo. Es preciso aclarar una cosa: todavía hoy en España no se puede hacer una matriz electrónica, es decir, en el documento originario notarial no existen hoy los mecanismos para hacerlo, o existen los mecanismos pero todavía no se ha decidido a hacerlo. Es decir, la matriz electrónica sería que comparecen los interesados, como por ejemplo el testador en la notaria, el notario identifica al testador, y el testador lo que hace es apretar el botón dando nacimiento al documento que también sería firmado por el notario. Todo esto, garantizando siempre la inmediatividad, es decir, la presencia del notario y la presencia del otorgante. Lo que sí existe es la firma del documento en papel, y una vez hecho en papel, convertirlo en informático, y la remisión del mismo a otro tipo de funcionarios o a otros notarios.

Ahora bien, lo que ya está regulando la ley de firma electrónica es la posibilidad de que la matriz se cree de manera informática mediante la presencia del interesado en la misma notaria. Aquí lo condiciona a que la firma del interesado sea con firma reconocida. No  tendría por qué serlo, puede ser una firma digital ordinaria o una firma digital avanzada porque al fin y al cabo lo está poniendo delante del notario y ya se entendería garantía suficiente, pero aún así la ley sí ha establecido como requisito que esa firma del otorgante tenga la condición de reconocida.  Este documento cuando ya se pueda hacer, tendrá que cumplir los mismos requisitos, el notario por lo tanto tendrá que apreciar la identidad de la persona, asegurarse de que la persona que comparece es precisamente quien dice ser, en segundo lugar tendrá que apreciar la capacidad, es decir, que está en su sano juicio, que hay ausencia de vicios del consentimiento, que no hay violencia, dolo, error, y que se controle la legalidad. 
Los efectos que se le atribuyen a la escritura pública en papel, se le atribuyen a la escritura pública remitida a través de un conducto electrónico y también se le atribuirán en aquellos casos en los cuales ya pueda ser sensudia la matriz. Tendrán por lo tanto el efecto ejecutivo, es decir, es por la vía rápida de los juicios, y no tener que ir al juicio declarativo, efecto reconocido por la Ley de enjuiciamiento civil, un efecto probatorio o legitimador, es decir, la presunción de que lo que pone en la escritura es válido y eficaz aunque con presunción iuris tantum.

El efecto traditorio, es decir de transmisión de la propiedad previsto en el artículo 1452 del Código Civil “Si la venta de bienes muebles se hiciere en escritura pública el otorgamiento de ésta, equivaldrá a la entrega de la cosa objeto de la venta”. 
Artículo 3 de la Ley Hipotecaria. Inscribibilidad. Toda vez que solo acceden documentos públicos y crédito privilegiado, toda vez que en los supuestos de insolvencia en lo que hay que acudir a procesos ordenados de ejecución, pues la escritura notarial atribuye al que la tiene un privilegio. Por eso el artículo 17 bis de la Ley Orgánica de Notariado, en la redacción que le dio la ley de acompañamiento del año 2001, nos dice que “con independencia del soporte electrónico, informático o digital en que se contenga el documento público notarial, el notario deberá dar fe de la identidad de los otorgante de que a su juicio tienen capacidad de legitimación, de que el consentimiento ha sido libremente prestado, y de que el otorgamiento se adecua a la legalidad y a la voluntad debidamente informada de los otorgantes.
De momento no pueden hacerse las matrices sino únicamente las copias, en este sentido, son ya bastantes las que se están haciendo tanto de las escrituras públicas como de las actas notariales, como de las pólizas intervenidas. 

En el derecho notarial español tenemos tres tipos de documentos: uno es la escritura pública que es el documento por excelencia, en segundo lugar las actas que no recogen manifestaciones negociales sino que constatan hechos, y en tercer lugar, las pólizas que recogen fundamentalmente préstamos personales. Hay una limitación de los efectos que sin embargo ha sido interpretada de una manera laxa, puesto que se dice que una vez que han sido autorizados los documentos notariales y remitidos por vía electrónica, se indica que las copias electrónicas sólo serán válidas para la completa finalidad para la que fueron solicitadas, lo que deberá hacerse constar en la copia indicando dicha finalidad. Este tenor literal del artículo 17, ha sido muy dulcificado por parte del Consejo General del Notariado. 
Una Circular del año 2003 nos dice que se entiende incluido en el requisito de concreta finalidad la petición que pueda hacer una persona con interés legítimo; por ejemplo el poderdante, para que el notario autorizante remita una copia electrónica a otro notario a los exclusivos efectos de que el notario receptor verifique su traslado a soporte papel y lo entregue a otra persona determinada, que puede ser un apoderado. Es decir, imaginemos un poderdante que se encuentra en Barcelona, y el apoderado se encuentra en Sevilla, acude el poderdante a la notaria de Barcelona, firma el poder en papel, el notario lo traslada a soporte electrónico, lo remite a una notaria de Sevilla, y el notario de Sevilla lo que hace es convertirlo en soporte papel nuevamente y se lo entrega al apoderado. Este es el mecanismo que se está utilizando con bastante frecuencia.

En este sentido también traeré a colación la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 21 de Julio de 2006, respecto a la remisión de estás copias electrónicas, los Tribunales Superiores de Justicia, hago la aclaración, son los órganos jurisdiccionales máximos de las Comunidades Autónomas en que se divide España, es decir la Constitución Española prohibió la alteración de una serie de Comunidades Autónomas. Estas Comunidades Autónomas tiene un Tribunal Superior de Justicia por encima del cual no obstante está el Tribunal Supremo de Madrid, pues esta sentencia que resolvía un recurso contencioso administrativo que era interpuesto por el Colegios Oficiales de Gestores Administrativos lo que protestaba era respecto a la remisión de estas copias electrónicas, puesto que indicaba que no entendía que fuesen los notarios los únicos que podrían remitirlas sino que podría extenderse a otras personas,  como es el caso de los gestores, la sentencia nos dice que la opción legislativa y en consecuencia la que sigue la instrucción de su desarrollo es razonable en cuanto que otorga al notario la competencia exclusiva de la remisión de las copias electrónicas autorizadas por tratarse de documentos confeccionados  y autorizados por dicho profesional en la medida  en que ello responde a razones de seguridad frente a la intervención de terceros, sujetos que pudieran alterar el contenido del documento como igualmente a la necesidad de garantizar la seguridad jurídica evitando la intervención de terceros sujetos en el proceso de remisión de dichas copias que por tal motivo no permitirán garantizar la autoría de alteración del documento en el caso de que esta tuviera lugar, ésta es una diferencia sustancial de la copia en papel respecto a la copia electrónica, porque la copia electrónica solo puede ser enviada por el notario, esto es una limitación importante, mientras que la copia auténtica en papel una vez que se entrega al particular puede circular libremente entre las personas que la tengan pero es de momento el criterio que se sigue.
LA FORMALIZACIÓN DE NEGOCIOS JURÍDICOS A DISTANCIA Y LA CONSTITUCIÓN  DE SOCIEDAD LIMITADA NUEVA EMPRESA 
La formalización de negocios jurídicos a distancia viene prevista en el artículo 111 al decirnos “que por conducto electrónico podrán dos o más notarios remitirse bajo su respectiva firma electrónica avanzada el contenido de los documentos públicos autorizados por cada uno de ellos que incorporen las declaraciones de voluntad dirigidas a conformar un único negocio jurídico”.

Y por otra parte, respecto a la sociedad limitada nueva empresa, es una sociedad que se constituye en un tiempo de 48 horas, a través, de la presencia del interesado, de los que desean constituir la sociedad en la notaría, la localización del certificado del Registro Mercantil de que el nombre de dicha sociedad no está reservado en el Registro Mercantil Central y a continuación la remisión una vez autorizada, también por conducto electrónico al registro mercantil teniendo el registrador que calificarla en el plazo de 24 horas, es una de las manifestaciones si bien no está teniendo tampoco mucha implementación, se están constituyendo.
CASOS EN LOS QUE SE ESTA APLICANDO POR PARTE DEL NOTARIADO ESPAÑOL LA FIRMA ELECTRÓNICA Y LA INFORMÁTICA
En primer lugar, las complicadas relaciones con los registradores de la propiedad y mercantiles. La historia comienza en la Ley 24 de 2001, la que se ha señalado Ley de Acompañamiento, puesto como lo resume aquí la revista Escritura Pública, lo que hizo esta ley fue exigir a notarios y registradores que dispusiesen de medios telemáticos de máxima calidad, se les exigió firma electrónica reconocida, se constituyó el Consejo General de Notariado y al Colegio de Registradores como prestadores de servicios de certificación, se reguló la copia electrónica autorizada, se exigió la digitalización de los libros de los registros en el plazo de un año (por tanto el proceso debía haber terminado en el año 2002) y sobre todo se reguló la presentación telemática de títulos en los registros de la propiedad mercantil y bienes inmuebles y el acceso on line a los libros regístrales, esto es la posibilidad de conocer por medios telemáticos la titularidad y el estado de cargas de los bienes inmuebles y de los diferentes tipos societarios; lo cierto es que los notarios se han retardado sobre todo en el tema de la publicidad formal, es decir, la publicidad puede desdoblarse en dos aspectos, el material y el formal, la publicidad material, es decir aquel que confía en el registro y cumple los requisitos queda plenamente protegido aún cuando resulta que el que le vendió no era el propietario, porque él ha confiado en el registro y ha cumplido tales presupuestos. El otro punto es la publicidad formal, que es la forma en que el registrador de la propiedad hace público los asientos del registro y tenemos sobre todo por las notas simples y las certificaciones, lo que se pretendía precisamente era esto que la publicidad formal pudiese agilizarse y especialmente permitir el acceso directo de determinados funcionarios entre ellos los notarios a los libros del registro de la propiedad, precisamente por eso hubo que sacar una nueva ley que es la 24 de 2005 de noviembre 18, la denominada “de productividad”, puesto que en ella lo que se permite es presentar telemáticamente los títulos en los registros y acceder on line a sus libros, esto último resulta esencial pues va a permitir proporcionar una mayor seguridad jurídica a los ciudadanos con un costo notablemente menor para los mismos; el notario podrá acceder on line a los libros del registro para comprobar el estado de cargas y la titularidad. Sin embargo seguimos con una ley que va a cumplir un año y lo cierto es que todavía no ha arrancado ni la presentación telemática de los títulos en el registro de la propiedad, ni tampoco el acceso directo de los notarios a los libros del mismo por el hecho de que los registradores temen poder perder cierto control de ello, en este sentido debemos tener presente, no obstante en esta misma semana Javier Barreiros uno de los especialistas en firma electrónica del Consejo General del Notariado, me enviaba un correo electrónico que decía “Jesús te recuerdo que desde el 25 de septiembre ya es posible presentar copias autorizadas electrónicas a algunos registros de la propiedad, te remito la guía de la aplicación y unas notas que elaboré para los notarios que están en el proyecto, los registradores nos han dicho que creen que en marzo de 2007 tendrán 600 registros abiertos al sistema, cada semana se van incorporado más aunque la implantación es lenta, este tema hoy en día es una prioridad del notariado y sería muy interesante que lo destacaras”.
Destaco que efectivamente esto es una gran prioridad del notariado, porque esto además tiene repercusiones. Tengo la revista El Economista de 21 de agosto de 2006, que nos dice : “Internet se estrella al llegar a los registros, la ley del impulso de la productividad sigue sin aplicarse siete meses después, los notarios aún no pueden acceder por vía electrónica a los libros de los registros como establece la ley”. En la letra pequeña dice: “El problema es que en esta nueva relación, el registrador se juega a perder gran parte de su capacidad de control sobre la información pública que custodia”.

CUÁL SERÍA EL ESQUEMA QUE LOS NOTARIOS QUEREMOS IMPLANTAR Y CON LA LEGISLACIÓN ACTUAL YA SE PERMITE.

Sería en primer lugar, que el notario a través e la aplicación existente en el sistema telemático del Consejo General del Notariado accediera al contenido de los libros del registro en el momento del otorgamiento de la escritura, de manera que se podría verificar el estado del acceso on line y en tiempo real. A su vez de la oficina virtual del Catastro se obtendría certificación de escritura y gráfica de la finca que se incorporara a la matriz, esto hoy ya lo estamos haciendo, lo del Catastro me refiero.
Una vez otorgada la escritura se expedirá copia electrónica para su remisión a la Comunidad Autónoma competente que es la que tiene que liquidar el impuesto correspondiente a la transmisión o a la herencia porque es la que tiene competencias sobre los llamados derechos reales, es decir, impuesto de donaciones, sucesiones y transmisiones patrimoniales. A continuación y de forma inmediata remisión de copia electrónica al registro con la que se practicará el asiento de presentación y se procederá a la calificación por parte del registrador, seguidamente remisión por vía telemática de la calificación registral por parte del registrador al notario y por último expedición en papel de la copia autorizada que recoge todo el proceso indicando mediante las sucesivas notas o diligencias señaladas.
Cabe la posibilidad de que esto llegue a buen puerto, siempre y cuando consigamos la aplicación de la ley, es un problema de voluntad política  y si hay un colectivo como el del notariado que se está haciendo algo remolón, pues de lo que se trata es de presionarlos para que lo cumplan.
Otras manifestaciones son: Los índices informatizados. La Circular de 9 de mayo de 2006, en el que se dice: “Que de conformidad con el Decreto de 22 de septiembre de 2000, el notario debe obligatoriamente confeccionar índices informatizados de los documentos autorizados intervenidos en el mes precedente, dichos índices deben remitirse también obligatoriamente en los 20 primeros días de cada mes utilizando el sistema de información telemática del Consejo General del Notariado”. Estos índices son pues, el cauce a través del cual el notario cumple sus obligaciones con la Hacienda Pública, con el Catastro, blanqueo de capitales que está ahora bastante de moda y también para conocer la estadística propia notarial.
El notario, cada uno de ellos está obligado a adoptar las medidas precisas para garantizar la veracidad y periodicidad de estos índices y a incorporar a sus aplicaciones informáticas las herramientas que indique el Consejo General de Notariado. El incumplimiento de ésta obligación se traduciría en una infracción disciplinaria grave.
Archivo de poderes revocados que no tiene apoyo ni legal ni reglamentario, es una mera Circular del Consejo General del Notariado, un archivo exclusivamente informático en el que solo se reflejan poderes revocados, de manera que viene un apoderado a la notaría y el notario lo que hace es revisar ese archivo de poderes revocados, si el poder no esta ahí archivado se presume que está vigente, en el caso que esté archivado el notario no debe de autorizar el documento, esto lo que viene es hacer más eficaz la función del notario, porque en principio la revocación lo que supone es que el apoderado debe devolver el documento en el que conste el poder, pero hay un ínterin entre el que el poderdante le dice al apoderado devuélvame el poder y el apoderado se entera y después lo devuelve o no, en ese ínterin dado que la apariencia se sigue generando por parte del apoderado teniendo en su poder el documento en el que consta la representación, este archivo de poderes revocados es exclusivamente informático y de fácil consulta viene a evitar los problemas que puedan generarse en ese interregno.
Creación del Sistema Notarial de Comunicación, de invención e Invitación a Extranjeros VIGIA. Esto es consecuencia del aluvión de inmigración que tenemos en España. En los últimos años donde hemos pasado de 1,2 por ciento de población inmigrante a 8,5 en un plazo de 8 años. El sistema Vigia está destinado a solucionar las dudas que pudiesen plantearse en las Comisarías de Fronteras acerca de la autenticidad del documento de Invitación que porta el ciudadano extranjero muchas veces derivadas de su mal estado de conservación, de la exhibición de una copia de copia y de la dificultad que puedan tener los agentes de policía que no son expertos a la hora de discriminar entre copia autorizada, copia simple u otros como fotocopia de fotocopia simple, el sistema de Vigia lo que obliga a los notarios es que cuando se hace una Carta de Invitación, que debe hacer un nacional español o un extranjero residente legal en España para que otro que está en otro país pueda venir a pasar un tiempo o bien a quedarse de manera definitiva a remitirlo precisamente a la policía nacional y a la guardia civil que son las que controlan las fronteras y en el momento en que tenga la más mínima duda pueden acceder precisamente a ese archivo informático y comprobar si en efecto, se había autorizado el documento que se les está presentando.
También tenemos ya informatizado el sistema de remisión de partes de testamentos y actas ab intestato, el registro actos de última voluntad, es un registro nacional en Europa, no lo tenemos todavía internacionalizado y antes se remitía y algunas notarías lo hacen mediante papel, en la actualidad ya existe la posibilidad de remitirlo informáticamente, bien la autorización de una declaración de herederos o bien la autorización de un testamento, de modo que cuando muere el testador se comprueba el archivo informático y se ha hecho testamento, se indicará cuál es el último y se aceptará la copia correspondiente.

Y por último, haré referencia al último convenio que ha suscrito el notariado el 25 de septiembre de este año con la Confederación Española de Cajas de Ahorros, con la finalidad de que puedan los préstamos personales suscribirse también informáticamente recibiendo el notario en la notaría directamente de la Caja de Ahorros las condiciones del préstamo y firmándose unilateralmente por parte del prestatario en la notaría. Aquí fallaría lo que yo al principio he dicho y como sabemos que viene de las Cajas de Ahorros, aparte de que se ha intentado hacer un sistema más seguro de transmisión pero que en cualquier caso no nos lo garantizaría con arreglo a lo que antes he explicado, lo cierto es que todas las Cajas de Ahorros ratifican y por lo tanto nos encontramos que hay una bilateralidad en el negocio jurídico del préstamo.
